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La Sección Primera del 
Consejo Consultivo de Castilla y 
León, reunida en Zamora el día 8 
de mayo de 2008, ha examinado  
el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como conse-
cuencia de la reclamación presen-
tada por Dña. xxxxx, y a la vista del 
mismo y tal como corresponde a 
sus competencias, emite, por unani-
midad, el siguiente 

 
 
 

DICTAMEN 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

El día 4 de abril de 2008, tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 
solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por Dña. 
xxxxx, debido a los perjuicios causados por la incorrecta baremación para la 
constitución de la lista de interinidad en los cuerpos docentes. 

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite con fecha 10 de abril de 

2008, se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del 
Consejo con el número de referencia 315/2008, iniciándose el cómputo del 
plazo para la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 53 del 
Reglamento Orgánico del Consejo Consultivo, aprobado por el Decreto 
102/2003, de 11 de septiembre. Turnado por el Sr. Presidente del Consejo, 
correspondió su ponencia al Consejero Sr. Pérez Solano. 
 

 

Primero.- Con fecha 7 de noviembre de 2007, tiene entrada en la 
Dirección Provincial de Educación en xxxxx un escrito de reclamación de 
responsabilidad patrimonial presentado por Dña. xxxxx, por los perjuicios 
causados como consecuencia de la incorrecta baremación para la constitución 
de la lista de interinidad en los cuerpos docentes. 
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La reclamante expone: “Debido a que la Dirección Provincial de xxxxx me 

facilitó una plaza de interina a jornada parcial (diez horas semanales) en el 
colegio público CRA xxxx1 en xxxx2 con fecha de inicio del dieciocho de octubre 
y con finalización del treinta y uno de agosto y debido a que yo estaba 
trabajando en ese momento, dejé mi puesto de trabajo para incorporarme lo 
antes posible a este nuevo de profesora interina de AL y después de haber 
estado trabajando desde el dieciocho de octubre me llaman de nuevo desde la 
Dirección Provincial de xxxxx el miércoles treinta y uno de octubre diciéndome 
que van a cesar mi contrato debido a que una persona que tenía más 
puntuación que yo ha reclamado una plaza y le han facilitado la mía, la que 
tenía yo en ese momento (...)”. 

 
La interesada solicita una indemnización económica por el abandono de la 

actividad laboral que desempeñaba, “pasándose a encontrar sin ninguno de los 
dos trabajos (el que dejó y el que fue cesada)”. Además de ello pide que le sea 
facilitada una “plaza de similares características” al sentirse víctima de un error. 

 
Adjunta con la reclamación diversa documentación: acuerdo de 

nombramiento y toma de posesión de la reclamante, formalización de su cese, 
resolución de comunicación del mismo y acuerdo de nombramiento y toma de 
posesión a favor de D. vvvvv.  

 
En documento fechado el 5 de noviembre de 2007, el Director Provincial 

de Educación de xxxxx motiva el cese en lo siguiente: “Habiéndose comprobado 
la existencia de un error administrativo en la adjudicación de la plaza de 
Audición y Lenguaje -Parcial- en el CRA ‘xxxx1’ de xxxx2 (xxxxx); al existir otro 
aspirante, D. vvvvv, con una puntuación de 9.311 puntos, frente a los 8.822 
que posee usted, se procede a formalizar su cese con efectos económicos y 
administrativos de 4 de noviembre de 2007, quedando a partir de este 
momento disponible en las listas para ser llamada para cualquier otra vacante o 
sustitución que pueda surgir”.  

 
Segundo.- Mediante escrito de fecha 16 de noviembre de 2007, se 

notifica a la reclamante comunicación sobre la tramitación del procedimiento de 
responsabilidad patrimonial de la Administración Pública iniciado como 
consecuencia de su solicitud. 
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Tercero.- Con fecha 13 de noviembre de 2007, el Jefe del Servicio de 
Profesorado de Educación Pública de Secundaria, Formación Profesional, 
Primaria y Especial emite un informe en el que señala: 

 
“(...) Revisado el expediente, así como el informe emitido al 

respecto el 23 de noviembre de 2007 por la Dirección Provincial de Educación 
de xxxxx, queda acreditado que hubo un error en la adjudicación del puesto de 
la especialidad de Audición y Lenguaje, a tiempo parcial, perteneciente al 
‘C.R.A. xxxx1’, con sede en xxxx2 (xxxxx), y ello teniendo presente que las 
adjudicaciones de las sustituciones que van surgiendo durante el curso escolar 
se efectúan conforme al orden de puntuación de los aspirantes incluidos en los 
listados de interinos, y que en ese preciso momento no ocupan ningún puesto 
de trabajo. Y al respecto debe señalarse que conforme a la Resolución de 24 de 
julio de 2007, de la Dirección General de Recursos Humanos, de la Consejería 
de Educación, por la que se aprueba el listado definitivo de aspirantes a ocupar 
puestos docentes en régimen de interinidad, pertenecientes al Cuerpo de 
Maestros, resultante del proceso de baremación convocado por Orden 
EDU/548/2007, de 22 de marzo, Doña xxxxx figura con 8,822 puntos en las 
especialidades de Audición y Lenguaje y Primaria, y por tanto con una 
puntuación inferior a la otorgada a Don vvvvv, el cual figura con 9,311 puntos 
en dichas especialidades. 

 
»(...) Asimismo, revisada dicha documentación queda acreditado 

que con posterioridad a la fecha de presentación de la reclamación de 
responsabilidad patrimonial, a Doña xxxxx se le ha asignado un puesto de 
características similares. Y en este sentido debe precisarse que la interesada 
ocupa desde el 20 de noviembre de 2007 un puesto a tiempo parcial, en el 
‘I.E.S. xxxx3’, sito en xxxxx, perteneciente al Programa PROA, finalizando dicho 
nombramiento el 31 de agosto de 2008. 

 
»Teniendo presente lo anteriormente expuesto, resulta que 

debido al error administrativo ya referenciado, Doña xxxxx ha sufrido un 
perjuicio al no haber prestado servicios durante el período comprendido entre el 
5 y el 19 de noviembre de 2007, dado que a partir del 20 de diciembre de 2007 
comenzó a prestar servicios en el I.E.S. ‘xxxx3’, sito en xxxxx, en puesto de 
similares características al que ocupaba en el C.R.A. ‘xxxx1’, con sede en xxxx2 
(xxxxx)”. 
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Se acompaña el certificado de vida laboral de la reclamante y un informe 
de la Jefa de Sección de Gestión de Personal de la Dirección Provincial de 
Educación de xxxxx de 23 de noviembre de 2007, en el que se certifica que la 
reclamante se encuentra actualmente trabajando en el referido centro. 
 

Cuarto.- El 15 de febrero de 2008, concluida la instrucción del 
expediente, se concede a la interesada trámite de audiencia, a efectos de que 
formule las alegaciones y presente los documentos y justificaciones que estime 
oportunos. Ésta, durante el plazo concedido al efecto, no presenta escrito ni 
documentación alguna. 
 

Quinto.- La propuesta de orden de 11 de marzo de 2008, elaborada por 
el Servicio de Régimen Jurídico de la Dirección General de Recursos Humanos 
de la Consejería de Educación, señala que procede estimar parcialmente la 
reclamación, correspondiendo una indemnización de 477,67 euros. La 
propuesta cuantifica la indemnización teniendo en cuenta las retribuciones 
dejadas de percibir por la interesada en el periodo comprendido entre el 5 y el 
19 de noviembre de 2007, ambos inclusive, espacio de tiempo en el que no 
consta que realizara actividad laboral, con el siguiente desglose de cantidades: 

 
- Sueldo: 196,77 euros. 
 
- Complemento de destino: 99,47 euros. 
 
- Parte proporcional de paga extra: 58,31 euros. 
 
- Complemento Específico General: 48,90 euros. 
 
- Complemento Específico Singular: 13,80 euros. 
 
- Complemento de homologación CC.AA.: 56,23 euros. 
 
- Complemento de Productividad: 4,19 euros. 
 
- Total íntegro: 477,67 euros. 
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Sexto.- El 12 de marzo de 2008, la Asesoría Jurídica de la Consejería de 
Educación informa favorablemente la propuesta de orden de la reclamación 
formulada. 
 

En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 
Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 

 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente, con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.h),1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Primera emitir el 
dictamen según lo establecido en el punto 4º, regla C), en relación con la regla 
A), apartado a), del Acuerdo de 30 de octubre de 2003, del Pleno del Consejo, 
por el que se determina el número, orden, composición y competencias de las 
Secciones. 
 
 2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en los 
artículos 139 a 144 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, desarrollados por el Reglamento de los procedimientos de las 
Administraciones Públicas en materia de responsabilidad patrimonial, aprobado 
por el Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo. 
 

3ª.- Concurren en la parte interesada los requisitos de capacidad y 
legitimación exigidos por la referida Ley 30/1992. La competencia para resolver 
la presente reclamación corresponde al Consejero de Educación, en virtud de lo 
dispuesto en el artículo 82.2 de la Ley 3/2001, de 3 de julio, del Gobierno y de 
la Administración de la Comunidad Autónoma de Castilla y León. 

 
4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “los particulares, 

en los términos establecidos por la Ley, tendrán derecho a ser indemnizados 
por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los 
casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos”. 
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La referencia constitucional a la Ley debe entenderse hecha a los 
artículos 139 y siguientes de la referida Ley 30/1992, de 26 de noviembre, a la 
que además se remite el artículo 82.1 de la Ley 3/2001, de 3 de julio, del 
Gobierno y de la Administración de la Comunidad Autónoma de Castilla y León. 

 
Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo (entre otras, 

Sentencias de 1 de marzo, 21 de abril y 29 de octubre de 1998; 28 de enero de 
1999; 1 y 25 de octubre de 1999), así como la doctrina del Consejo de Estado 
(Dictámenes de 27 de marzo de 2003, expte. nº 183/2003; 6 de febrero de 
2003, expte. nº 3.583/2002; y 9 de enero de 2003, expte. nº 3.251/2002) y de 
este Consejo Consultivo (por todos, Dictámenes 1008/2005, de 1 de diciembre; 
1.134/2005, de 12 de enero de 2006; 59/2006, de 19 de enero; y 300/2006, de 
23 de marzo), la responsabilidad patrimonial de la Administración Pública exige 
la concurrencia de los siguientes requisitos: 
 

a) La existencia de un daño efectivo, evaluable económicamente e 
individualizado en relación con una persona o grupo de personas. 

 
b) El carácter antijurídico del daño, en el sentido de que la 

persona que lo sufre no tenga el deber jurídico de soportarlo, de acuerdo con la 
Ley. 

 
c) La imputabilidad a la Administración de la actividad dañosa, es 

decir, la integración del agente en el marco de la organización administrativa a 
la que pertenece o la titularidad pública del servicio o actividad en cuyo ámbito 
se produce el daño. 

 
d) La relación de causa a efecto entre la actividad administrativa y 

el resultado dañoso, nexo causal que implica la necesidad de que el daño sea 
consecuencia del funcionamiento normal o anormal de un servicio público o 
actividad administrativa en relación directa e inmediata. 

 
e) Ausencia de fuerza mayor. 
 
f) Que no haya transcurrido un año desde el momento en que se 

produjo el hecho causante. 
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5ª.- El asunto sometido a consulta versa sobre la reclamación formulada 
por Dña. xxxxx, debido a los perjuicios sufridos como consecuencia de la 
incorrecta baremación para la constitución de la lista de interinidad en los 
cuerpos docentes. La reclamante deja un puesto de trabajo para incorporarse 
como profesora interina en un colegio público, siendo posteriormente cesada al 
estar mal constituida la lista de llamamientos, de la que trajo causa su 
nombramiento, por un defectuoso baremo, existiendo otro aspirante con mejor 
derecho. 

 
 Por lo tanto, acreditados en el expediente administrativo estos hechos, 
corresponden a la interesada las cantidades económicas que en concepto de 
ingresos dejó de percibir con motivo de los ceses. Ello sin perjuicio de que se 
deduzcan, en todo caso, las percepciones económicas que, por cualquier 
concepto retributivo, hubiera devengado a su favor durante tales periodos. 
Asimismo, deben reconocérsele los derechos inherentes a su nombramiento 
durante los periodos indicados. 
 
 En sentido similar al expuesto, existen numerosos pronunciamientos 
judiciales tales como la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y 
León, Sala de lo Contencioso-Administrativo de Valladolid, de 28 de abril de 
1998, o la Sentencia del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo nº 2 de 
Valladolid, de 31 de octubre de 2001, entre otras. 
 

6ª.- Admitido, en principio y conforme a las consideraciones 
precedentes, que en el presente caso la expectativa frustrada por culpa de la 
Administración no era meramente ilusoria o irreal, sino razonable y, por tanto, 
merecedora de la compensación adecuada, deben realizarse algunas 
puntualizaciones sobre la cuantía de la indemnización. 

 
Es cierto que en algunos pronunciamientos jurisdiccionales, cuando se ha 

considerado procedente indemnizar un daño de esta naturaleza, se ha calculado 
la cuantía de la reparación debida por referencia directa y automática a las 
retribuciones totales dejadas de percibir. 

 
Sin embargo, también es cierto que no sólo en algunas de las 

mencionadas resoluciones se ha advertido por el Tribunal que no se entraba a 
discernir cuál debía ser esa cuantía, dado que la parte demandada no había 
impugnado ni opuesto una liquidación distinta de la planteada por el recurrente 
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(como es el caso de las Sentencias de la Audiencia Nacional de 1 de febrero y 6 
de junio de 2002, antes citadas), sino que, además, en resoluciones de otros 
Tribunales se ha limitado el importe de la indemnización a una parte de las 
retribuciones dejadas de percibir. 

 
Es el caso de la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, 

Sala de lo Contencioso-Administrativo de Sevilla, de 9 de noviembre de 2000, 
en la que se fija la cuantía de la indemnización en el importe de las 
retribuciones básicas (sueldo y, en su caso, trienios) excluyendo las 
retribuciones complementarias por estimar que estas últimas se encuentran 
íntimamente relacionadas con el desempeño efectivo del puesto de trabajo, por 
lo que no procede su abono cuando no se ha realizado tarea alguna propia de 
dicho puesto. 

 
De manera similar, el Tribunal Superior de Justicia de Cantabria, en 

Sentencias de 18 y 25 de noviembre de 1996, ha reconocido para supuestos 
análogos una indemnización equivalente a la suma de las retribuciones básicas 
más el complemento de destino, excluyendo la parte de retribución 
correspondiente al complemento específico y al complemento de productividad, 
por entender que estos dos últimos complementos están “principalmente 
anudados, no ya al puesto de trabajo, sino a determinados factores del mismo 
que se actualizan y concretan en el caso de su efectiva prestación”. 

 
Es más, la propia Audiencia Nacional ha reconocido el derecho a percibir 

una indemnización equivalente a la cuantía total de la retribuciones dejadas de 
percibir, excepto el complemento de productividad, por entender que este 
último “es variable y corresponde al interés e iniciativa del desarrollo del trabajo 
del que lo percibe” (Sentencia de 10 de junio de 2002). 

 
Este Consejo Consultivo considera acertada esta corrección sobre el 

importe de la eventual indemnización que pueda proceder en supuestos como 
el que ahora se dictamina. Téngase en cuenta que se trata de indemnizar un 
daño, no de retribuir unos servicios; y que entre la Administración y el 
funcionario interino no existe relación contractual alguna, a diferencia de lo que 
sucede en el ámbito laboral, por lo que la indemnización no puede calcularse de 
forma automática, por referencia a una eventual “prestación” incumplida por 
parte de la Administración. 
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De las tesis concretas antes mencionadas, este Consejo considera que la 
más razonable es la que hace equivalente el importe de la indemnización a la 
suma de las retribuciones básicas más el complemento de destino, pero 
excluyendo las cuantías correspondientes a los complementos específicos y de 
productividad, pues entiende, en definitiva, que no puede ser tratado de la 
misma forma quien prestó servicios de manera efectiva que quien no 
desempeñó tarea alguna. 

 
7ª.- Por lo tanto, partiendo de los datos contenidos en el expediente 

administrativo, le correspondería por sueldo 196,77 euros; complemento de 
destino, 99,47 euros; la parte proporcional de paga extra, 58,31 euros; y por el 
complemento de homologación Comunidades Autónomas, 56,23 euros. Total 
íntegro: 410,78 euros, en lugar de los 477,67 euros establecidos en la 
propuesta. 
 

Deben computarse únicamente las retribuciones dejadas de percibir por 
la interesada en el periodo comprendido entre el 5 y el 19 de noviembre de 
2007, ambos inclusive, porque es el espacio de tiempo en el que no consta que 
realizara actividad laboral, dado que a partir del día 20, según el informe de 
Vida Laboral, comenzó a trabajar de nuevo para la Consejería de Educación. 
Asimismo, deben reconocérsele todos los derechos inherentes a su 
nombramiento durante el periodo indicado. 

 
En ningún caso puede facilitársele “una plaza de similares 

características”, como solicita la reclamante, porque el acceso a un puesto de 
trabajo en la Administración debe hacerse de forma regular, garantizando los 
principios de publicidad, igualdad, mérito y capacidad, no siendo discutido en 
este procedimiento ni el cese ni la incorrecta baremación realizada con 
anterioridad. 

 
 

III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
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Procede dictar resolución estimatoria parcial, por importe de 410,78 
euros, en el expediente de responsabilidad patrimonial iniciado como 
consecuencia de la reclamación presentada por Dña. xxxxx, debido a los 
perjuicios causados por la incorrecta baremación para la constitución de la lista 
de interinidad en los cuerpos docentes. 

 
 No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
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